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CIRCULAR N° 19-2023

DE:	Licda. Adriana Esquivel Sanabria
              	Jefa a.í, Departamento de Proveeduría 

PARA:	Administradores de Centros de Responsabilidad, Centros Gestores y personas usuarias en general que ejecutan compras.

ASUNTO:	Comunicado sobre el régimen sancionatorio para personas funcionarias que tramitan compras públicas

FECHA:	10 de febrero de 2023 


Estimados compañeros (as) encargados (as) de Centros de Responsabilidad y personas usuarias en general que tramitan contrataciones, se informa que la nueva normativa en materia de Contratación Pública trae implícita una serie de sanciones, causales y criterios de valoración de naturaleza administrativa para las personas servidoras públicas que tramitan procedimientos de contratación, en los numerales 124, 125, 126 todos de la Ley General de Contratación Pública N° 9986, los cuales exigen que las partes involucradas en el proceso de compra, mantengan una conducta con los mayores niveles apegados a la ética y moral.

Dado lo anterior, se adjunta un comunicado que detalla los tipos de sanciones, causales, así como los criterios de valoración para su aplicación, y se insta a las personas funcionarias que tramitan compras públicas, a realizar un análisis responsable sobre la información contenida en este documento, con el propósito de que se tenga conocimiento de las consecuencias que podrían surgir si no se realiza una correcta aplicación de la normativa.
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Régimen sancionatorio para personas funcionarias públicas  
  


La nueva normativa en materia de Contratación Pública trae implícita una serie de sanciones, causales 
y criterios de valoración de naturaleza administrativa para las personas servidoras públicas que tramitan 
procedimientos de contratación, en los numerales 124, 125, 126 todos de la Ley General de Contratación 
Pública N° 9986 (en adelante LGCP), los cuales exigen que las partes involucradas en el proceso de compra, 
mantengan una conducta con los mayores niveles apegados a la ética y moral, procurando que las personas 
proveedoras observen los más altos estándares éticos al llevar a cabo las actividades comerciales con la 
Institución y tengan claridad sobre cuál sería la conducta que se espera, así como a lo interno, según la 
normativa relacionada con el tema, donde se regula la actitud esperada por parte de los y las empleadas del 
Poder Judicial.  
   


A continuación, se detallarán los tipos de sanciones, causales, así como los criterios de valoración 
para su aplicación:  


  
 
Tipos de sanción:  
 


Son de naturaleza administrativa y civil, su aplicación no excluye la imposición de las sanciones 
penales ni la posibilidad de exigir la responsabilidad por daños y perjuicios ocasionados a la Administración.  


  
 
Sanciones  
 


• Apercibimiento por escrito.   


• Suspensión sin goce de salario.  


• Sanción sin pago o remuneración hasta por 3 meses.  


• Despido sin responsabilidad patronal.  


• Cancelación de credenciales (en los casos que sean aplicables) sin responsabilidad del Estado.  
  
 


Causales:   
  


a. Participar, directa o indirectamente, en un procedimiento de contratación, pese a estar cubierto por 
el régimen de prohibiciones, previsto en el numeral 25 de la Ley General de Contratación Pública.  
  
b. Participar en actividades organizadas o patrocinadas por las potenciales personas proveedoras y 
oferentes, cuando no sean capacitaciones formales adquiridas, al tener algún tipo de relación fuera del 
ámbito contractual que ponga en riesgo la ética de la persona servidora. Dentro del alcance de esta 
infracción, se incluye la invitación para asistir a congresos, seminarios o cualquier otra actividad, por 
cuenta de la persona proveedora, excepto si forma parte de los planes de capacitación ordinarios o las 
actividades autorizadas expresamente por el superior jerárquico, en forma razonada, con la cual 
demuestre el beneficio para la Administración.  
  
c. Omitir tramitar el procedimiento de contratación en el Sistema Digital Unificado, salvo excepciones 
debidamente justificadas que permite la normativa.  
  
d. Dar orden de inicio a un procedimiento de contratación pública, en las siguientes circunstancias: 
Superado el plazo de un mes, a partir de que el contrato cuente con los requisitos para surtir efectos, no 
contar con el presupuesto suficiente y disponible, ni con el recurso humano para constatar la recepción 
del objeto.  
  







e. Evadir los procedimientos ordinarios o emplear de manera indebida las excepciones a éstos, 
omitiendo parcial o totalmente alguno de los requerimientos obligatorios para la utilización de la 
excepción.  
  
f. No atender los requerimientos formulados por la Contraloría General de la República, tales como el 
aporte de expedientes certificados, atención de una audiencia, entre otros.  
  
g. Omitir verificar, en el registro de declaraciones juradas que el Sistema Digital Unificado pone a 
disposición.  
  
h. Efectuar pagos indebidos al contratista, entiéndase como todo aquel pago que no está acordado en 
la contratación, así como contra los bienes y servicios que no fueron debidamente entregados y/o 
prestados.  
  
i. Recibir bienes, obras o servicios que no sean acordes con el objeto adjudicado, ya sea que presenten 
diferencias o incumplimientos respecto a lo requerido en el pliego de condiciones o el contrato. 
  
j. Omitir requerir la garantía de cumplimiento en los casos que sea obligatoria o permitir que esta venza 
antes del plazo acordado.  
  
k. Omitir el cobro de sanciones económicas a los contratistas, según lo regulado en los numerales 46, 
47 y 93 de la LGCP.  
  
l. Brindar información o asesoría de forma indebida que coloque a una persona oferente o eventual 
oferente en una situación de ventaja, provocando el favorecimiento a uno de ellos.  
  
m. Recibir dádivas, no solo por parte de personas proveedoras o potenciales proveedores, sino también 
por parte de cualquier otra persona física o jurídica que participe en el procedimiento.  
  
n. Adoptar un acto de adjudicación sin contar con el contenido presupuestario.  
  
o. No incorporar, dentro del plazo fijado, la información en el Sistema Digital Unificado.  
  
p. Autorizar una cesión del contrato, sin cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 102 de la 
LGCP.  
  
q. No tramitar, dentro del plazo estipulado, las gestiones que formule el contratista, provocando la falta 
de inmediatez, así como el retraso del desarrollo del procedimiento de contratación.  
  
r. Provocar una situación de urgencia debido a su deficiente gestión o dejar caducar un contrato, 
siempre que en tal caso con su omisión se haya dado lugar a ello, lo anterior por falta de planificación 
del Administrador del Contrato o las partes involucradas en el proceso.  
  
s. No atender o atender defectuosamente las disposiciones que emita la Autoridad de Contratación 
Pública o la Dirección de Contratación Pública.  
  
t. Introducir, sin sustento técnico alguno, requisitos y condiciones injustificadas en los pliegos de 
condiciones, lo cual pueda limitar la libre participación y que alguna potencial persona oferente quede 
en desventaja respecto a las demás.  
  
u. Calificar de excepcionales circunstancias que técnicamente no lo sean, con la finalidad de modificar 
el contrato hasta un máximo del 50%.  
  







v. Incumplir las obligaciones de consolidación de requerimientos de consumo y aprovechamiento de 
economías de escala o las prohibiciones de fragmentación con el propósito de evadir un procedimiento 
de contratación más riguroso.  
  


La responsabilidad de los funcionarios prescribirá en un plazo de 5 años, contado a partir del acaecimiento del 
hecho.  
  
  
Criterios de valoración:   
 


Para la aplicación de las causales de sanción antes descritas, se considerarán los siguientes criterios de 
valoración. 
  


• El impacto negativo en el servicio público que brinde la Administración o al interés público, según la 
valoración del nivel de afectación ocasionada en contra de los intereses del Estado. 


 


• El rango y las funciones de la persona servidora. Se entenderá que, a mayor jerarquía y complejidad 
de las tareas, mayor será el deber de estar vigilante al cumplimiento de la normativa, así como la 
conveniencia y procedencia de los actos que se dictan o ejecutan.  


 


• La reiteración de la conducta ya sancionada u otra causal de sanción, en un plazo de dos años desde 
la fecha en que adquirió firmeza la última sanción.  


 


• El actuar ante la necesidad de satisfacer el interés público en circunstancias muy calificadas de 
urgencia. 
 


• Si la decisión fue tomada en procura de evitar una mayor afectación a los intereses de la 
Administración y en resguardo de los bienes de la entidad. 


 
 


Esta normativa y demás información de interés se encuentra disponible ingresando al siguiente enlace:    
 
https://proveeduria.poder-judicial.go.cr/index.php/nueva-ley-de-contratacion-administrativa  
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